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DICTAMEN E N°: 804 

AUTOS: “DINOSAURIO SA C/ MUNICIPALIDAD DE CORDOBA - ACCION

DECLARATIVA DE INCONSTITUCIONALIDAD” EXPTE. N° 9663760 

Excmo. Tribunal Superior de Justicia:  

I. En tiempo y forma comparece este Ministerio Público a evacuar la vista corrida respecto de

la admisión formal de la acción declarativa de inconstitucionalidad intentada en autos.  

 

 

II. La legitimación de la Fiscalía General para intervenir surge de los arts. 172, inc. 2 de la

Constitución de la Provincia de Córdoba y de los arts. 9, inc. 2° y 16, inc. 3 de la Ley

Orgánica del Ministerio Público N° 7826, en su función de custodio de la jurisdicción y

competencia de los tribunales provinciales, así como la de dictaminar en todas las causas de

jurisdicción originaria del Tribunal Superior de Justicia. 

 

 

III. Antecedentes de la causa 

Euclides Bartolomé Bugliotti interpuso acción declarativa de inconstitucionalidad en contra

de la Municipalidad de Córdoba, persiguiendo la tacha de inconstitucionalidad de los arts. 1 y

2 de la Ordenanza Nº 13097, y los arts. 2, 5, 11, 12, 13, 14, 15 y 16, Ordenanza Nº 10626.  

En la demanda, explica que mediante la primera ordenanza, el Concejo Deliberante declaró al

inmueble de su propiedad, sito en Avda. La Cordillera Nº 3.450, ciudad de Córdoba,

designado con la nomenclatura catastral D.05-Z.02-Mz.022-P.001, correspondiente al estadio

“Orfeo Superdomo Córdoba”, como de interés municipal, haciéndolo aplicable los términos

de la Ordenanza Nº 10626 impugnada en segundo término. 
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Denuncia que ello configura un acto ilegal, arbitrario y carente de razonabilidad jurídica,

implicando un claro e ilegítimo actuar del Estado Municipal que termina vulnerando sus

derechos de raigambre constitucional, como ser el derecho de propiedad, el derecho a ejercer

el comercio, el derecho a la igualdad y el derecho a trabajar y ejercer industria lícita (arts. 14,

16 y 17, Constitución Nacional, arts. 7, 18, 19 incs. 3 y 6, y 67, Constitución de la Provincia

de Córdoba, art. 6, Carta Orgánica de la ciudad de Córdoba, arts. 7 y 17, Declaración

Universal de los Derechos Humanos, arts. II, XIV y XXIII, Declaración Americana de los

Derechos Humanos, y arts. 21 y 24, Convención Americana de los Derechos Humanos, y art.

26, Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos) como así también se infringe el

principio de legalidad (art. 18, Constitución Nacional, art. 39, Constitución de la Provincia de

Córdoba, art. 6, Carta Orgánica de la ciudad de Córdoba, art. 9, Convención Americana de los

Derechos Humanos, y art. 15, Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos), por lo

cual ocurre ante V.E. persiguiendo la declaración de inconstitucionalidad de las referidas

ordenanzas.  

Manifiesta que la acción presentada cumple con los requisitos formales de admisibilidad

exigibles para la vía intentada, los cuales justifica. 

En primer término, refiere que se trata de un supuesto de competencia originaria del Tribunal

Superior de Justicia. Que tratándose en la especie de una acción declarativa de

inconstitucionalidad en los términos del art. 165, inciso 1, apartado a, Constitución de la

Provincia de Córdoba, y el art. 11, inciso 1, apartado a, Ley Nº 8.435, por la cual peticiona la

inconstitucionalidad de ordenanzas que estatuyen sobre materia regida por la Constitución de

la Provincia de Córdoba, controvertida en un caso concreto, actuando su parte en el carácter

de parte interesada, resulta que la presente acción corresponde a la competencia originaria de

VE. 

En segundo término, expresa que se encuentra ante una situación por la cual las ordenanzas

cuya declaración de inconstitucionalidad se propugna ya están vigentes, empero no le han
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sido aplicadas todavía, lo que le genera un estado de incertidumbre y amenaza de manera

inminente sus derechos constitucionales.  

Invoca el precedente del TSJ, “Atanor S.C.A c/ Municipalidad de Río Tercero - Acción

declarativa de inconstitucionalidad” (Auto Nº 7, 02/03/2016). 

Esgrime que en el caso, procede esta acción con carácter netamente preventivo, toda vez que

las ordenanzas tachadas de inconstitucionales aún no han sido aplicadas a su parte. 

Seguidamente alega inexistencia de otras vías procesales idóneas para la urgente tutela

judicial efectiva de sus derechos, por lo tanto la acción es claramente admisible. 

En cuanto al carácter preventivo de la acción, esgrime que la acción declarativa de

inconstitucionalidad presupone una amenaza de vulneración, que genera un estado de

incertidumbre en quienes prevén resultar lesionados por las normas atacadas de

inconstitucionales. Que se trata de eliminar la incertidumbre provocada por la amenaza de un

derecho, en este caso reconocido y protegido por el orden constitucional. 

Explica que debe entenderse la expresión caso concreto, es decir, en conexión con la

naturaleza declarativa de la acción originaria de inconstitucionalidad, con su función

preventiva y con el estado de hecho que constituye el fundamento de la acción: la amenaza de

un derecho y no su lesión efectiva. Que surge así claro el rol preventivo de la acción

declarativa de inconstitucionalidad, que es propia de la señalada función productora de

certeza jurídica, al eliminar conflictos antes de que un derecho sea transgredido.  

Dice que si el daño se consuma la acción declarativa pierde toda su utilidad. Que en

consecuencia, este requisito se configura claramente en el caso de marras, toda vez que los

arts. 1 y 2, Ordenanza Nº 13.097, y los arts. 2, 5, 11, 12, 13, 14, 15 y 16, Ordenanza Nº

10.626, aquí tachados de inconstitucionalidad, no han sido aplicados aún a su parte. Que sin

embargo, ello es inminente, de allí que ocurra por ante VE mediante esta acción. 

Destaca que con fecha 13/10/2020 Dinosaurio S.A. presentó formalmente un permiso de

demolición para el inmueble de su propiedad, en el cual se asienta el estadio “Orfeo
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Superdomo Córdoba”, registrado bajo nomenclatura catastral D.05-Z.02-Mz.022-P.001.  

Que dicha presentación se realizó por ante la Dirección de Obras Privadas y Uso del Suelo de

la Municipalidad de Córdoba, en este caso en la oficina correspondiente al Centro de

Participación Comunal Monseñor Pablo Cabrera de la ciudad de Córdoba, permiso que

tramita en el expediente administrativo Nº 481-010901/20.  

Que con fecha 28/10/2020, Dinosaurio S.A. también presentó una solicitud de factibilidad de

localización, para la ejecución de un plan de viviendas colectivas en dicho inmueble, en el

marco de lo establecido en el art. 24 bis, Ordenanza Nº 8.256. Que esta presentación se

realizó por ante la Dirección de Planeamiento Urbano de la Municipalidad de Córdoba, en el

Palacio 6 de Julio, y tramita por el expediente administrativo Nº 710-037595/2020.  

Que tales presentaciones, aunque no fueron simultáneas, sí fueron direccionadas en un mismo

sentido, cual es la decisión de Dinosaurio SA de realizar obras constructivas tendientes a

demoler parcialmente el aludido estadio y refuncionalizarlo, para la ejecución/construcción de

ciento treinta y cinco (135) departamentos, es decir, para modificar el uso/destino del estadio. 

Explica que de conformidad a las ordenanzas vigentes a la fecha de ambas presentaciones (v.

gr. 13/10/2020 y 28/10/2020), los pedidos formulados se ajustan en un todo a lo normado en

la ordenanza Nº 7084 (régimen de demoliciones), la ordenanza Nº 8256 (régimen de normas

de ocupación de suelo) y demás disposiciones legales vigentes. Que eso implica que ambas

peticiones administrativas encuadran en la normativa aplicable, por lo cual corresponde sean

otorgados tanto el permiso de demolición, como la factibilidad de localización aludidas. 

Remarca que lo actuado por Dinosaurio S.A. fue en la más absoluta legalidad, conforme a la

legislación vigente aplicable a la fecha de las presentaciones antedichas. Que no obstante,

ante estas presentaciones, el Departamento Ejecutivo Municipal, a través de las reparticiones

intervinientes, remitió un proyecto de ordenanza tendiente a crear una denominada “comisión

mixta” para tratar el caso del estadio “Orfeo Superdomo Córdoba”, comisión que nunca

prosperó en razón del rechazo tajante de los concejales pertenecientes a los bloques de
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partidos políticos opositores al oficialismo. 

Que además, también con posterioridad a las presentaciones de mi representada, sucedió que

en el Concejo Deliberante se presentaron proyectos de ordenanzas para que se declare al

inmueble correspondiente al mentado estadio, de interés municipal, en los términos de la

Ordenanza Nº 10626. Esto resultó en la Ordenanza Nº 13097, cuyos arts. 1 y 2 se impugnan

de inconstitucionales mediante la presente, conjuntamente con los arts. 2, 5, 11, 12, 13, 14, 15

y 16, Ordenanza Nº 10626, los cuales resultan aplicables a su parte por vía de la Ordenanza

Nº 13097. 

Aduce que resulta que el proceder del Estado Municipal, tanto a través de su Departamento

Ejecutivo, como a través del Concejo Deliberante, es manifiestamente carente de

razonabilidad y contrario a derecho, pues resulta evidente el intento del Estado Municipal de

modificar la normativa aplicable al pedido de demolición y a la solicitud de factibilidad de

localización, con el propósito de impedir el ejercicio del derecho de propiedad de Dinosaurio

S.A. para demoler parcialmente el estadio “Orfeo Superdomo Córdoba” y refuncionalizarlo

construyendo departamentos y cambiando su uso/destino.  

Invoca los derechos que han sido afectados a su parte con el proceder de la demandada,

denunciando que lo que hizo el Concejo Deliberante de Córdoba es incorporar el inmueble en

el cual se asienta el estadio “Orfeo Superdomo Córdoba” como de interés municipal, con

posterioridad a las presentaciones de Dinosaurio S.A., corriendo Dinosaurio S.A. el serio

riesgo de que el Departamento Ejecutivo o sus reparticiones pretendan oponer el carácter de

inmueble de interés municipal del estadio aludido, como óbice legal para no otorgar el

permiso de demolición y la factibilidad de localización ut-supra explicitadas.  

Luego justifica el requisito de admisibilidad referido a la existencia de un caso concreto.

Señala que mediante esta exigencia se alude al conflicto real de intereses que pueda suscitarse

entre distintos sujetos o partes de una relación jurídica sustancial, en orden a la cual el

justiciable legitimado, aun cuando no haga valer una pretensión de condena, necesita la
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intervención de VE para arrojar certeza sobre una norma de dudosa constitucionalidad.  

En cuanto al recaudo formal vinculado con la exigencia de que la demanda sea interpuesta por

parte interesada, expresa que este requisito de legitimación activa requiere la titularidad, por

parte del sujeto activo, de un derecho o de un interés legítimo en trance de ser agraviado o

lesionado, cuya defensa se erige como el fin del proceso. Funda el cumplimiento de este

requisito en el hecho de que, en el caso de marras, sus derechos subjetivos de rango

constitucional, susceptibles de ser vulnerados por los arts. 1 y 2, Ordenanza Nº 13.097, y los

arts. 2, 5, 11, 12, 13, 14, 15 y 16, Ordenanza Nº 10.626, cuya inconstitucionalidad requiere

sea declarada, no son otros que los de propiedad, de ejercicio del comercio, de igualdad y de

trabajar y ejercer industria licita ya identificados anteriormente (arts. 14, 16 y 17,

Constitución Nacional, arts. 7, 18, 19 incs. 3 y 6, y 67, Constitución de la Provincia de

Córdoba, art. 6, Carta Orgánica de la ciudad de Córdoba, arts. 7 y 17, Declaración Universal

de los Derechos Humanos, arts. II, XIV y XXIII, Declaración Americana de los Derechos

Humanos, y arts. 21 y 24, Convención Americana de los Derechos Humanos, y art. 26, Pacto

Internacional de los Derechos Civiles y Políticos). Por lo que en la especie se configura de

modo indubitable su legitimatio ad causam activa.  

Seguidamente ingresa a explicitar el cumplimiento de los requisitos sustanciales. A tal fin,

comienza relatando los antecedentes del caso.  

Dice que Dinosaurio S.A. es una sociedad anónima, propietaria del inmueble sobre el cual se

asienta el estadio “Orfeo Superdomo Córdoba”, sito en Avda. La Cordillera Nº 3.450, ciudad

de Córdoba, cuyo uso/destino es la explotación comercial cómo salón de eventos musicales,

artísticos y deportivos, desde su inauguración en septiembre de 2002.  

Narra que a partir de las devaluaciones del peso argentino sucedidas en el bienio 2018-2020, a

las que suman la pandemia del coronavirus Covid-19, se ha configurado un estado de

situación por el cual una parte el estadio “Orfeo Superdomo Córdoba” permanece cerrado

compulsivamente por decisión del Estado Nacional, ello según los decretos de necesidad y
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urgencia 297/20, Nº 325/20, Nº 355/20, Nº 408/20, Nº 459/20, Nº 493/20, Nº 520/20, Nº

576/20, Nº 605/20, Nº 641/20, Nº 677/20, Nº 714/20, Nº 792/20, Nº 814/20, Nº 875/20 y Nº

956/20, dictados todos consecutivamente por el Poder Ejecutivo Nacional. Que mediante tales

decretos, desde el día 20.03.2020 primero se prohibieron expresamente los eventos públicos y

privados con concurrencia masiva de público y luego se permitieron los mismos con una

concurrencia mínima. De acuerdo al último de los mencionados decretos, actualmente sólo se

admiten hasta veinte (20) personas. 

Cuenta las consecuencias aparejadas por la pandemia del coronavirus Covid-19 y los cambios

de hábito, necesidades y paradigmas a nivel social. 

Dice que si se mantuviera el aludido estadio cerrado, sin explotarlo y generando gastos de

mantenimiento, se acrecentarían las pérdidas económicas. Que a esto además se suma que el

funcionamiento de la playa de estacionamiento del centro comercial “Dinosaurio Mall”, que

recibe simultáneamente los vehículos de los espectadores que asisten a los eventos en el

estadio, con los clientes del centro comercial, se colapse por la cantidad de vehículos que

confluyen. Que el cuadro de situación descripto es determinante para la decisión definitiva de

mi representada de cesar la explotación del estadio “Orfeo Superdomo Córdoba”, cambiando

su uso/destino a un edificio de departamentos, previa demolición parcial y refuncionalización,

conforme autoriza la normativa de las ordenanzas Nº 8.256 y Nº 7.084. Que esto se basa en el

certeza de que, como ya se señaló, no existen restricciones legales de ningún tipo en la

legislación vigente para tal cambio. 

Adita que como consecuencia natural de tal decisión, el día 13/10/2020 Dinosaurio S.A.

presentó formalmente una solicitud de permiso de demolición para el inmueble del estadio

“Orfeo Superdomo Córdoba”ante la Dirección de Obras Privadas y Uso del Suelo de la

Municipalidad de Córdoba, perteneciente al Centro de Participación Comunal Monseñor

Pablo Cabrera. Que días después, con fecha 28/10/2020, Dinosaurio S.A. también presentó

una solicitud de factibilidad de localización para la ejecución de un plan de viviendas
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colectivas en dicho inmueble, en el marco de lo establecido en los arts. 24 bis y 54,

Ordenanza Nº 8.256. Esto se formalizó por ante la Dirección de Planeamiento Urbano de la

Municipalidad de Córdoba. Que Dinosaurio SA dio de baja su habilitación para los rubros de

explotación de espectáculos/eventos y venta de bebidas/alimentos para los mismos, por ante

la Municipalidad de Córdoba, mediante una presentación que se hizo el día 20.11.2020, la

cual fue procesada e inscripta por dicho municipio lo cual notificado a mi representada el día

26.11.2020. Que en los días que corren a la fecha de esta presentación, el Estado Municipal ha

enderezado sus acciones para restringir su derecho de propiedad, primero no tramitando el

permiso de demolición, ni el pedido de factibilidad de localización, y segundo mediante un

acto normativo, esto es los arts. 1 y 2, Ordenanza Nº 13.097, y por vía de esa ordenanza los

arts. 2, 5, 11, 12, 13, 14, 15 y 16, Ordenanza Nº 10.626, en ciernes, tendientes a la

incorporación del mentado inmueble como de interés municipal. 

Especifica que en el caso de autos, la lesión comienza a gestarse potencialmente sobre un

derecho subjetivo, que consiste en su derecho como propietario del inmueble del estadio

“Orfeo Superdomo Córdoba”, de demolerlo parcialmente y refuncionalizarlo en un plan

colectivo de viviendas conformado de ciento treinta y cinco (135) departamentos. Que esa

lesión es a través de los arts. 1 y 2, Ordenanza Nº 13.097 que, combinada con los arts. 2, 5,

11, 12, 13, 14, 15 y 16, Ordenanza Nº 10.626, culminarán vulnerando un derecho subjetivo

pleno, toda vez que declaró de interés municipal al mencionado inmueble.  

Que por ello tiene un derecho subjetivo, en primer término, a su autorización de demolición

impetrada el día 13.10.2020, sobre el cual la Dirección de Cultura y Patrimonio debe

expedirse informando si el inmueble del estadio “Orfeo Superdomo Córdoba”, en base al

régimen legal vigente a esa fecha, está catalogado como de patrimonio cultural o de interés

municipal (v. gr. art. 5, primer párrafo, Ordenanza Nº 7.084). Que de allí que los arts. 1 y 2,

Ordenanza Nº 13.097, y los arts. 2, 5, 11, 12, 13, 14, 15 y 16, Ordenanza Nº 10.626, no le

resultan aplicables, por ser ese bloque normativo, en conjunto, posterior a dicha fecha.  
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Expresa que resulta crucial destacar que, con anterioridad a la entrada en vigencia de la

Ordenanza Nº 13.097, lo que aconteció el día 27.11.2020, en fecha 10.11.2020 su parte

presentó el material fotográfico y fílmico del inmueble del estadio “Orfeo Superdomo

Córdoba”, requerido para que la Dirección de Cultura y Patrimonio, de acuerdo a lo normado

por el art. 5, primer párrafo, Ordenanza Nº 7.084, determine si aquel inmueble pertenece o no

al patrimonio cultural, o, si ese inmueble es de interés municipal para su conservación y

preservación, pero que no obstante encontró una imprevista negativa a recibir tal material.  

Denuncia que el Estado Municipal, a través de sus agentes, actuó con una manifiesta mala fe,

en una tesitura impeditiva de recibir las fotografías y filmaciones, lo cual contraviene

expresas disposiciones de los arts. 7, 7 quinquies, incisos a, b, d, e y m, y 35, Ordenanza Nº

6.904, como así también violatorio del derecho constitucional de mi representada a peticionar

ante las autoridades (art. 14, Constitución Nacional, art. 19, inc. 9, y 18, Constitución de la

Provincia de Córdoba, y arts. 9, inc. 6, y 6, Carta Orgánica de la Ciudad de Córdoba). Aclara

que este procedimiento, fue constatado mediante acta labrada por la escribana pública Sofía

Helguero, adscripta al Registro Nº 121 de Córdoba Capital, Y que no obstante, la

presentación de las fotografías y filmaciones luego pudo hacerse por la mesa general de

entradas del Palacio 6 de Julio.  

Luego dice que la Dirección de Obras Privadas y Uso del Suelo, lejos de cumplir con la carga

de impulsar el procedimiento administrativo, realizando el pase pertinente del expediente

administrativo Nº 481-010901/20, para que la Dirección de Cultura y Patrimonio se expida en

el marco de lo determinado por el art. 5, párrafo primero, Ordenanza Nº 7.084, mediante una

resolución fechada 16.11.2020 rechazó el permiso de demolición de una manera

manifiestamente arbitraria y contraria a derecho. Tal resolución fue objeto de un recurso

administrativo de reconsideración (arts. 104, 114, 115 y 117, Ordenanza Nº 6.904), incoado el

día 24.11.2020, siendo las 8.16 horas, con lo cual esa resolución no fue consentida por su

parte. 
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Se adentra en explicaciones sobre el recurso administrativo de reconsideración interpuesto por

Dinosaurio S.A., a las que se remite. 

Después subraya que la presentación del material fotográfico y fílmico fue realizada el día

10/11/2020, con anterioridad al día 27/11/2020, fecha de entrada en vigencia de la Ordenanza

Nº 13097. Que por consiguiente, Dinosaurio S.A. tiene un derecho subjetivo, también con

carácter de derecho adquirido, a que se autorice la demolición, ya que al día 13/10/2020 el

inmueble antedicho no integraba el catálogo de bienes de patrimonio en cualquiera de sus

categorías, ni era de interés municipal, situación que subsistía al día 10/11/2020, anterior al

día 27/11/2020 de entrada en vigencia de la Ordenanza Nº 13.097, como así también anterior

a la resolución de la Dirección de Obras Privadas y Uso del Suelo de fecha 16.11.2020,

recurrida.  

Dice que como el inmueble indicado no está incluido en el catálogo de patrimonio cultural, ni

es de interés municipal, es indiscutible que no le resultan aplicables las disposiciones de los

arts. 1 y 2, Ordenanza Nº 13.097, y los arts. 2, 5, 11, 12, 13, 14, 15 y 16, Ordenanza Nº

10.626, y que por ende, corresponde que le sea otorgada la autorización de demolición del

inmueble del estadio ya que no existe disposición legal alguna vigente al día 13/10/2020, ni al

día 10/11/2020, impeditivas para ello.  

Refiere que su parte, con relación a la solicitud de factibilidad de localización de un plan

colectivo de viviendas, impetrada el día 28.10.2020, a ejecutarse en el inmueble sobre el cual

se asienta el estadio “Orfeo Superdomo Córdoba”, también tiene un derecho subjetivo, con

carácter de derecho adquirido, a que le sea otorgada esa factibilidad, ya que la misma

encuadra en los arts. 24 bis y 54, Ordenanza Nº 8.256 y no existe ninguna disposición legal

vigente a esa fecha que impidiere otorgar aquella factibilidad. Que en este caso igualmente no

resultan aplicables los arts. 1 y 2, Ordenanza Nº 13.097, y los arts. 2, 5, 11, 12, 13, 14, 15 y

16, Ordenanza Nº 10.626, toda vez que sus efectos serían posteriores a la solicitud de

factibilidad. Que tan es así que con fecha 12.11.2020 presentó un pronto despacho, en el

Expediente Nro. 9663760   -   10 / 30



expediente administrativo Nº 710-037595/2020, a los fines de que la Dirección de

Planeamiento Urbano de la Municipalidad de Córdoba, dicte el acto administrativo

correspondiente a la factibilidad de localización antedicha, ya que Dinosaurio S.A. satisface

los requisitos para ello, y que a la fecha de interposición de esta acción la solicitud de

factibilidad de localización y el pronto despacho siguen sin respuesta de la Dirección de

Planeamiento Urbano. 

Considera que el Estado Municipal, a través de su Concejo Deliberante, ha procedido con

arbitrariedad manifiesta, por presentar los arts. 1 y 2, Ordenanza Nº 13.097, un serio vicio de

motivación. Dice que la carencia de motivación del acto normativo que constituye la

Ordenanza Nº 13.097, en particular sus artículos 1 y 2, y su consecuente arbitrariedad,

emergen notorias desde que sólo se limita a justificar la declaración de interés municipal

mediante el mero recurso de hacer una remisión al art. 2, Ordenanza Nº 10.626. Se asevera tal

carencia toda vez que no se explica porque el estadio “Orfeo Superdomo Córdoba” tendría las

características que establece ese artículo, es decir, “valores intrínsecos que lo constituyeren en

irremplazable”, ni cuáles serían sus “características excepcionales”, ni porque tendría

“relevancia comprobada como componentes de la herencia espiritual o intelectual de la

comunidad…”. 

Expresa que en el procedimiento administrativo previo a la sanción de la Ordenanza Nº

13.097 no hubo intervención formal de las reparticiones del Departamento Ejecutivo

Municipal, máxime considerando que el art. 4, Ordenanza Nº 10.626, expresamente establece

lo siguiente: “La declaración de bienes "de Interés Municipal" y de "Componentes del

Patrimonio Arquitectónico Urbanístico", se realizará en cada caso, por disposición del

Departamento Ejecutivo Municipal o del Concejo Deliberante, previo informe de las

Direcciones de Patrimonio Cultural, de Urbanismo y General de Parques y Paseos, según

correspondiere. Los informes a que hace referencia el párrafo anterior, deberán ser evacuados

por las Direcciones pertinentes en un plazo no mayor de treinta (30) días”. Que este
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procedimiento administrativo de informes previos, que dada la naturaleza de la cuestión

deben ser por escrito y debidamente fundados, fue llamativamente pasado por alto en el

proceso legislativo de sanción de la Ordenanza Nº 13.097. Esta aserción surge del art. 85,

primer párrafo, Ordenanza Nº 6.904, que dice: “Los actos administrativos se producirán o

consignarán por escrito cuando su naturaleza o circunstancias no exijan o permitan otra forma

más adecuada de expresión o constancia”. 

A su modo de ver, esto constituye una seria e irreversible ilegalidad, ya que sólo hubo

exposiciones verbales de funcionarios en una reunión de comisiones llevada a cabo el día

03.11.2020 en el Concejo Deliberante. Que la única explicación plausible de tan manifiesta

ilegalidad no es otra que el apuro y la improvisación del Concejo Deliberante por obturar el

procedimiento administrativo de mi representada tendiente a la autorización de demolición y

la factiblidad de localización de ciento treinta y cinco (135) departamentos en el estadio

“Orfeo Superdomo Córdoba”. Opina que en ese apuro e improvisación el proceder del Estado

Municipal, a través de su Concejo Deliberante, ha sido manifiestamente ilegal, al apartarse de

la expresa disposición del art. 4, Ordenanza Nº 13.097, sin justificativo de ninguna naturaleza.

Que si el proceso legislativo de sanción de la Ordenanza Nº 13.097 obvió tales informes

escritos, presenta un serio vicio de motivación que, por incumplimiento de los requisitos

legales estatuidos para su sanción, determina su nulidad como acto administrativo. Que eso es

así a tenor de lo establecido por el art. 95, Ordenanza Nº 6.904. Que incluso,la propia

Ordenanza Nº 6.904 en su artículo 89 reza que todo acto administrativo final deberá “ser

motivado y contendrá una relación de hechos y fundamentos de derecho cuando: a) Decida

sobre derechos subjetivos; b) Resuelva recursos; c) Se separe del criterio seguido en

actuaciones precedentes o del dictamen consultivos”.  

Agrega que el estadio “Orfeo Superdomo Córdoba” no es ni más ni menos que una sala de

espectáculos y eventos más en la República Argentina, al igual que otras de similar naturaleza

situadas en la ciudad de Córdoba, de allí que estime que la arbitrariedad sea obvia y
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ostensible, pues la declaración de interés municipal se produce a posteriori de que hubo

formulado un permiso de demolición y una factibilidad de localización. 

Explica que la declaración de interés municipal del inmueble a través del art. 1, Ordenanza Nº

13.097, produciría como efecto lo previsto en el art. 14, Ordenanza Nº 10.626, que dice:

“Toda acción a emprender sobre el o los bienes inmuebles declarados “de Interés Municipal”

que implicare modificación, ampliación, conservación, restauración, refuncionalización,

cambio de uso o destino, demolición total o parcial, o cualquier otra alteración, deberá ser

previamente autorizada por la Dirección de Patrimonio Cultural. Ésta, conjuntamente con la

Dirección de Urbanismo, asesorará convenientemente acerca del modo y forma adecuados de

encarar las intervenciones que el presente Artículo enumera. Todo lo que antecede, lo es sin

perjuicio dela intervención que correspondiere a la Dirección de Obras Privadas y Uso del

Suelo y a la Dirección General de Parques y Paseos, en los aspectos que hicieren a sus

respectivas competencias”.- Otro efecto de la declaración de interés municipal del inmueble

sería el contemplado en el art. 15, Ordenanza Nº 10.626, que expresa: “Los propietarios de los

bienes inmuebles declarados "de Interés Municipal", deberán comunicar a la Dirección de

Patrimonio Cultural, a los fines que hubiere lugar, en forma fehaciente y previa, cualquier

modificación a realizarse sobre la situación jurídica del bien, en cuanto a titularidad,

gravámenes, constitución de derechos reales y celebración de contratos de cualquier

naturaleza que tuvieren por objeto al bien en cuestión”.  

Añade como efectos generados por la declaración de interés municipal lo que disponen el art.

16, Ordenanza Nº 10.626, que expresa “En el caso de que en el o los inmuebles declarados

"de Interés Municipal" se desarrollaren actividades de las reguladas por Ordenanza N°

8133/85, además de cumplimentarse con las disposiciones de la misma, deberán respetarse las

condiciones físico funcionales que en cada caso fijare la Dirección de Obras Privadas y Uso

del Suelo, previa consulta con la Dirección de Urbanismo, las que determinarán al efecto con

el objetivo de compatibilizar el legítimo ejercicio de las actividades arriba mencionadas con
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las finalidades perseguidas por la presente”; y art. 5, Ordenanza Nº 10.626 el cual reza: “Los

bienes a que hacen referencia los Artículos 2° y 3° de la presente Ordenanza, así como los

elementos de la naturaleza, autóctonos o no, transformados por el hombre o no, que

favorezcan a una mayor calidad del ambiente y el paisaje, constituyen el Patrimonio Cultural

de la Ciudad, sin perjuicio de destacar que el mismo no agota sus componentes en los

descriptos en la presente norma”. 

Vincula lo manifestado con el concepto que dimana del art. 2, Ordenanza Nº 10.626, que

trasluce con meridiana claridad el objetivo del Estado Municipal de impedir a mi representada

modificar el uso/destino del estadio a un edificio de departamentos bajo un plan colectivo de

viviendas en los términos de los arts. 24 bis y 54, Ordenanza Nº 8.256. Dicho artículo 2 dice:

“En función de lo establecido por el artículo anterior, serán calificados y declarados como "de

Interés Municipal" aquellos bienes muebles e inmuebles cuyos valores intrínsecos los

constituyan en irremplazables por sus características excepcionales, y que tengan relevancia

comprobada como componentes de la herencia espiritual o intelectual de la comunidad

asentada dentro de los límites físicos de la Ciudad de Córdoba”. Fíjese que declarando el

inmueble del estadio “Orfeo Superdomo Córdoba” de interés municipal, bajo ese artículo, lo

convierte en “irremplazable por sus características excepcionales”.  

Cita el art. 5, Ordenanza Nº 7.084, cuyo tenor dice: “En todo trámite de autorización para

demoler un inmueble, la Dirección de Control de Obras Privadas dará participación a la

Dirección de Patrimonio Cultural, la cual determinará si el inmueble o caso que se pretende

demoler pertenece o no al patrimonio cultural de la Ciudad o si es de interés municipal su

conservación o preservación”. Advierte que el nuevo estatus jurídico nacido de la declaración

de interés municipal, de no impugnarse la constitucionalidad de los arts. 1 y 2, Ordenanza Nº

13.097, y los arts. 2, 5, 11, 12, 13, 14, 15 y 16, Ordenanza Nº 10.626, sería admitir que de

manera retroactiva su derecho de propiedad se viera condicionado a no poder realizar la

demolición parcial, ni ejecutar un plan colectivo de viviendas peticionado, cambiando el
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uso/destino del inmueble del “Orfeo Superdomo Córdoba”.  

Cita normas constitucionales y convencionales para fundar su pedido, y jurisprudencia en

abono de su postura. 

Solicita como medida de no innovar que se otorgue una medida cautelar de no innovar a

Dinosaurio S.A., sin audiencia previa de la Municipalidad de Córdoba, conforme autoriza la

normativa procesal vigente (arts. 456, párrafo 1º, 458, párrafo 1º, y 483, Código Procesal

Civil y Comercial de la Provincia de Córdoba). En ese sentido, pide que se suspenda

provisoriamente y hasta tanto se resuelva la cuestión de fondo, la aplicación y los efectos de

arts. 1 y 2, Ordenanza Nº 13.097, y los arts. 2, 5, 11, 12, 13, 14, 15 y 16, Ordenanza Nº

10.626, al caso del estadio “Orfeo Superdomo Córdoba”. 

También solicita como parte de la medida cautelar, la suspensión provisoria del

procedimiento administrativo de autorización de demolición y de la factibilidad de

localización que tramitan bajo los expedientes administrativos Nº 481-010901/2020 y Nº 710-

037595/2020, enunciadas ut-supra, hasta que se resuelva la cuestión de fondo planteada en

esta acción; y que se le permita, provisoriamente, proseguir con la explotación del inmueble

del estadio “Orfeo Superdomo Córdoba”, mediante la locación de todo o parte de sus

instalaciones como oficinas para uso/destino comercial. 

Esgrime que la medida cautelar peticionada no atañe al interés público, ya que incumbe a las

ordenanzas impugnadas de inconstitucionales, sólo con relación al estadio “Orfeo Superdomo

Córdoba”. Por consiguiente, al no producirse una afectación al interés público, desde su punto

de vista no existe óbice para su procedencia. 

Añade que la propia demandada en autos, a través del servicio de la Ventanilla Única de su

Dirección de Habilitación de Negocios, otorgó a su parte cuatro (4) informes de factibilidad

individualizados del siguiente modo: (i) informe de factibilidad Nº 0300015339920, emitido

el día 19.11.2020, (ii) informe de factibilidad Nº 0300015345020, expedido en fecha

20.11.2020, (iii) informe de factibilidad Nº 0300015345120, emitido el día 20.11.2020, y (iv)
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informe de factibilidad Nº 0300015345220, expedido con fecha 20.11.2020.- Esos informes

otorgan factibilidad a Dinosaurio S.A. para realizar/explotar la actividad de locación/alquiler

del inmueble del estadio “Orfeo Superdomo Córdoba”. 

Justifica la procedencia de la medida de no innovar peticionada y ofrece contracautela. 

Acompaña documental que menciona. 

Formula reserva de accionar en contra de la Municipalidad de Córdoba por los daños y

perjuicios, en su más amplia extensión y comprensiva de todo los rubros, incluyendo lucro

cesante y pérdida de chance, que su conducta, de materializarse, irrogaría a su parte.  

Formula reserva del caso federal. 

IV. Opinión de la Fiscalía General 

La demanda autónoma de inconstitucionalidad provincial es una acción sustancial mediante la

cual se viabiliza el ejercicio de la jurisdicción constitucional en instancia originaria, atribuida

taxativamente al Tribunal Superior de Justicia por la Carta Magna provincial. Esta habilita en

su art. 165 inc. 1 a) el control directo de constitucionalidad de las leyes, decretos,

reglamentos, resoluciones, cartas orgánicas y ordenanzas, que estatuyan sobre materia regida

por esta Constitución, y se controviertan en caso concreto por parte interesada (TSJ en pleno,

Secretaría Contencioso Administrativa, "Tassile", AI Nº 533/96). 

Como ha precisado el TSJ en su jurisprudencia, en esta clase de acción, lo primordial es

despejar la incertidumbre constitucional que plantea la norma cuestionada, prácticamente ab

origine, desde su incorporación misma al ordenamiento jurídico. La cuestión constitucional,

en toda su pureza y autonomía, es el objeto central de la acción y, en el caso de ser admitida,

el proceso debe concluir con una declaración que despeje la incertidumbre sobre la

compatibilidad (o no) de la norma en cuestión con el bloque de constitucionalidad y de

convencionalidad federal antes de que la disposición sea efectivamente aplicada (TSJ, Sala

Electoral y de Comp. Originaria, Auto N° 44 del 24/06/2019 en “Quinteros, Juan Pablo y otro

C/ Provincia de Córdoba y otro - Acción Declarativa de Inconstitucionalidad” (SAC n.°
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8116858). 

A los fines de resolver sobre la admisibilidad formal de acciones como la referida y deducida

en autos, es menester analizar si en la especie concurren los presupuestos necesarios para ello,

establecidos en el art. 165 inciso 1º, apartado "a" de la Constitución Provincial y en el art. 11,

inciso 1°, apartado "a" y concordantes de la Ley Orgánica del Poder Judicial Nº 8435 (TSJ,

“Contenidos Mediterráneos S.A. C/ Provincia de Córdoba - acción declarativa de

inconstitucionalidad”, AI N° 4, 21/02/2013). 

Sentado ello, corresponde efectuar el examen previo de la demanda a fin determinar si en el

caso concurren los presupuestos procesales pertinentes. Dicho análisis debe ser realizado con

un criterio restrictivo, impuesto por el carácter excepcional de la intervención originaria y

exclusiva del Tribunal Superior de Justicia en pleno; de ahí que ello determina la

inadmisibilidad de la acción en la medida que existan otras vías procesales idóneas para

alcanzar la efectiva tutela jurisdiccional de los derechos y garantías constitucionales en juego. 

a. En primer término, cabe referir al requisito de parte interesada que opera como presupuesto

de admisión de la acción, por medio del cual se exige la acreditación del “interés del

reclamante”, el que presupone que quien acciona sea la persona afectada por la aplicación de

la norma cuya constitucionalidad se impugna. 

El extremo se satisface cuando quien acciona es la persona directamente afectada por la

norma que se cuestiona. 

La expresión "parte interesada" contenida en el art. 165 inc. 1 a) de la Constitución

Provincial, exige la acreditación por parte del reclamante de su titularidad de un derecho

subjetivo o de un interés legítimo en trance de ser menoscabado y  que como tal, lo legitime a

solicitar la intervención originaria de VE.  

En autos, quien se presenta a la instancia extraordinaria lo hace en su condición de propietario

del inmueble sito en Avda. La Cordillera Nº 3.450, ciudad de Córdoba, designado con la

nomenclatura catastral D.05-Z.02-Mz.022-P.001, correspondiente al estadio “Orfeo

Expediente Nro. 9663760   -   17 / 30



Superdomo Córdoba”, el que fue declarado como de interés municipal por el Concejo

Deliberante de la Municipalidad demandada, haciéndole aplicable los términos de la

Ordenanza Nº 10626.  

En su demanda, persigue la declaración de inconstitucionalidad de los arts. 1 y 2 de la

Ordenanza Nº 13097, y los arts. 2, 5, 11, 12, 13, 14, 15 y 16, de la Ordenanza Nº 10626.  

Justifica su intervención mediante documental acompañada de la que surge el carácter que

invoca para solicitar la inconstitucionalidad de la normativa local atacada.  

Refiere en la presentación inicial que los arts. 1 y 2 de la Ordenanza Nº 13097, y los arts. 2, 5,

11, 12, 13, 14, 15 y 16, de la Ordenanza Nº 10626 perjudican sus derechos adquiridos de

raigambre constitucional, como ser el derecho de propiedad, el derecho a ejercer el comercio,

el derecho a la igualdad y el derecho a trabajar y ejercer industria lícita (arts. 14, 16 y 17,

Constitución Nacional, arts. 7, 18, 19 incs. 3 y 6, y 67, Constitución de la Provincia de

Córdoba, art. 6, Carta Orgánica de la ciudad de Córdoba, arts. 7 y 17, Declaración Universal

de los Derechos Humanos, arts. II, XIV y XXIII, Declaración Americana de los Derechos

Humanos, y arts. 21 y 24, Convención Americana de los Derechos Humanos, y art. 26, Pacto

Internacional de los Derechos Civiles y Políticos), entre otros, al regular aspectos que impiden

que disponga de su inmueble para demolerlo y refuncionalizarlo, llevando adelante su plan de

ejecución de un emprendimiento de viviendas consistente en 135 departamentos en dicho

inmueble. 

De lo relacionado se desprende que, en cuanto a la exigencia condicionante de la habilitación

de esta vía excepcional en su faz subjetiva, queda acreditada la legitimación requerida.  

En función de los antecedentes mencionados supra y atento que la norma aludida resultaría

subjetivamente aplicable al demandado propietario de Dinosaurio SA al que pertenece el

inmueble del estadio “Orfeo Superdomo Córdoba”, se logra poner de manifiesto el interés de

la actora por superar un estado de falta de certeza jurídica derivado de las normas impugnadas

en su constitucionalidad, las que son susceptibles de producir un agravio a sus derechos
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subjetivos constitucionales de ejercer el libre comercio, ejercer cualquier industria lícita, de

propiedad, de igualdad, amparados por la Constitución Nacional y Provincial. De ahí que se

considera que la parte actora a prima facie posee un interés suficiente y en su consecuencia,

legitimación procesal para promover la presente acción declarativa de inconstitucionalidad. 

b. En cuanto al objeto hacia el cual se direcciona el control de constitucionalidad, éste deberá

observar entera correspondencia con los actos susceptibles de ser conmovidos a través de la

acción autónoma, la que sólo puede recaer en normas de carácter general, abstractas e

impersonales, aplicables a todas las personas o a una categoría de ellas. 

El criterio expuesto ya ha sido sostenido por el Alto Cuerpo Provincial en anteriores

oportunidades al dejar sentado que como objeto de control por vía de la acción autónoma de

inconstitucionalidad sólo pueden ser normas de carácter general, impersonales y abstractas

emergentes de las distintas esferas del gobierno provincial o de las autonomías municipales.

Poco importa que formalmente se trate de una ley, decreto, resolución u ordenanza. Lo que

señala a un acto de autoridad como susceptible de ser objeto de la acción declarativa de

inconstitucionalidad, es que su contenido “estatuya sobre materia regida por esta

constitución”, esto es que regule conductas en forma impersonal, general y abstracta y tal

regulación se postule como lesiva del ordenamiento constitucional (TSJ, Sala Electoral,

“Barrutia, Fernando”, AI N° 2, de fecha 12/02/2001, entre otros). 

A su vez, como ya se dijo más arriba, la finalidad del instituto es despejar la incertidumbre

constitucional que puede llegar a plantear la norma cuestionada, desde su incorporación

misma al ordenamiento jurídico, siendo el objeto central de la acción, la cuestión

constitucional en toda su pureza y autonomía. Por eso es que, en el caso de ser admitida, el

proceso debe concluir con una declaración que despeje la incertidumbre sobre la

compatibilidad (o no) de la norma en cuestión con el bloque de constitucionalidad y de

convencionalidad federal antes de que la disposición sea efectivamente aplicada (TSJ, Sala

Electoral y de Comp. Originaria, Auto N° 44 del 24/06/2019 en “Quinteros, Juan Pablo y otro
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C/ Provincia de Córdoba y otro - Acción Declarativa de Inconstitucionalidad” (SAC n.°

8116858). 

Resulta importante resaltar lo anterior, puesto que por su naturaleza y sus características, la

acción declarativa de inconstitucionalidad se distingue de las llamadas acciones de condena,

que tienden a la ejecución efectiva de una prestación, y de las acciones constitutivas de

derechos, que intentan la modificación de un estado jurídico existente (Torres Aliaga, Elcira

María, “Algunos aportes en torno a la acción declarativa de inconstitucionalidad y a su

carácter preventivo”, Revista Derecho Constitucional, Universidad Blas Pascal, N° 1, pág.

108, fecha de publicación: 11/12/2019).  La ADI por su parte, se agota su cometido en la mera

declaración respecto de la existencia de un estado de incertidumbre, haciéndolo cesar si

corresponde, respecto de la vigencia y aplicación de una norma.  

Así lo ha precisado el Máximo Tribunal de la Nación, quien sostuvo expresamente en relación

a la acción declarativa de inconstitucionalidad aplicable en aquella esfera: “parece evidente

que la acción declarativa que, como el amparo, tiene una finalidad preventiva y no requiere la

existencia de daño consumado en resguardo de los derechos, es un medio plenamente eficaz y

suficiente para satisfacer el interés de la actora que, en las actuales circunstancias, se agota en

una mera declaración de certeza” (CSJN, Fallos: 307:1379, in re "Provincia de Santiago del

Estero c/ Estado Nacional y/o Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Acción de amparo",

resolución del 20/08/85). 

Partiendo de los conceptos puntualizados por VE resulta pertinente adentrarse en la pretensión

ejercida en autos. 

De los términos empleados por la parte actora al precisar el objeto de su demanda surge que

se promueve acción declarativa de inconstitucionalidad a fin de que, en primer lugar, VE

declare la inconstitucionalidad de los arts. 1 y 2 de la Ordenanza Nº 13097, y los arts. 2, 5, 11,

12, 13, 14, 15 y 16, de la Ordenanza Nº 10626 que le impiden ejercer su derecho a disponer

del inmueble para demolerlo y refuncionalizarlo como un complejo de departamentos en los
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términos ya expuestos.  

De la mano con lo anterior, solicita que se le otorgue el permiso de demolición y la

factibilidad de localización solicitadas en el trámite iniciado de conformidad con lo normado

en la ordenanza Nº 7084 (régimen de demoliciones), la ordenanza Nº 8256 (régimen de

normas de ocupación de suelo) y demás disposiciones legales vigentes.  

A lo largo de su presentación, piden que se declare la invalidez de dichas normas y que se les

conceda el permiso para llevar adelante la obra. 

El contenido del acto denunciado como inválido por la accionante es el dictado de la los arts.

1 y 2 de la Ordenanza Nº 13097, y los arts. 2, 5, 11, 12, 13, 14, 15 y 16, de la Ordenanza Nº

10626, mediante los cuales, en función de la primera ordenanza, el Concejo Deliberante

declaró al inmueble de su propiedad correspondiente al estadio “Orfeo Superdomo Córdoba”

como de interés municipal y modificó el régimen genérico de la declaración de interés

municipal contenido en la OM N° 10626, haciéndole aplicable sus términos a la actora. 

La Ordenanza N° 13097 ha sido sancionada en el marco del procedimiento general instituido

por la Municipalidad demandada para la preservación del patrimonio municipal en los

términos de la Ordenanza N° 10626. Constituye un acto legislativo del Estado Municipal,

dictado con el fin de propender a la preservación de aquellos bienes considerados

componentes del patrimonio cultural de la Ciudad. En ese marco, relata la demandante, la

ordenanza dictada torna aplicable los arts. 2, 5, 11, 12, 13, 14, 15 y 16, de la Ordenanza Nº

10626, modificando la normativa general que debe regir al pedido de demolición y a la

solicitud de factibilidad de localización efectuado por su parte.  

Lo que se ataca mediante la pretensión autónoma son las referidas normas contenidas en la

Ordenanza N° 13097, dictada en el marco del procedimiento regulado por la OM Nº 10626

por cuya vía se modifica y se torna aplicable esta última, cuyas normas que regulan la

Preservación del Patrimonio Cultural también son cuestionadas en la especie. 

Por otro lado, por la acción intentada también se pretende que se le otorgue el permiso de
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demolición y la factibilidad de localización solicitadas en el trámite iniciado de conformidad

con lo normado en la ordenanza Nº 7084 (régimen de demoliciones), la ordenanza Nº 8256

(régimen de normas de ocupación de suelo) y demás disposiciones legales vigentes.  

En relación a esto último hay que decir que lo requerido excede el ámbito en el que actúa la

acción declarativa de inconstitucionalidad interpuesta así como los fines que persigue.  

Ello así, pues como ya se dijo, esta vía es de corte meramente declarativo, y su objeto,

dirigido a ejercer un control de constitucionalidad de forma concentrada (con carácter

preventivo y declarativo) por el TSJ en competencia exclusiva y originaria, se agota en la

declaración o no de inconstitucionalidad de la normativa cuestionada, despejando la

incertidumbre que pudiera recaer respecto de su aplicación.  

Es por eso que pretensiones como las postuladas en relación a obtener por esta vía el permiso

de demolición y la factibilidad de localización, no pueden ser encauzadas por medio de la

acción intentada. De ahí que, en relación a estos extremos de la demanda, la acción

declarativa de inconstitucionalidad no pueda habilitarse formalmente, por falta de uno de los

requisitos, el referido al objeto hacia el cual se direcciona el control de constitucionalidad que

deberá observar entera correspondencia con los actos susceptibles de ser conmovidos a través

de la acción autónoma. 

Distinto es el caso de la pretensión de que se declare la inconstitucionalidad de las normas

contenidas en las ordenanzas a las cuales se hizo referencia más arriba, en relación a las

cuales cabe efectuar las siguientes precisiones en relación al objeto. 

En cuanto a las normas contenidas en la Ordenanza N° 13097, su dictado integra un acto

emanado del Concejo Deliberante y del Departamento Ejecutivo, y ostenta la virtualidad

jurídica suficiente como para generar una falta de certeza sobre las consecuencias derivadas

de una norma general que concreta el acto susceptible de producir un agravio y daño

consiguiente a la esfera de intereses de la accionante. 

A su vez, se verifica que por medio de esta ordenanza se modifica la Ordenanza N° 10626
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que es el régimen general de preservación del patrimonio cultural.  

Tal lo que se dispone en el art. 2 de la primera de las mentadas: “MODIFÍCASE el artículo 13

de la Ordenanza N° 10.626, el que quedará redactado de la siguiente manera: “ARTÍCULO

13.- LAS restricciones, limitaciones, medidas, facilidades, exenciones y/o estímulos,

establecidos en el artículo anterior, podrán imponerse, disponerse y/u otorgarse, en forma

alternativa o acumulativa. A dichos fines, el Concejo Deliberante, fundado en informes de las

áreas correspondientes, determinará en cada caso aquella/as/os que será/n de aplicación,

conforme se analizare, resolviere y/o acordare, específicamente. No podrán ser beneficiarios

de las facilidades, exenciones y/o estímulos establecidos en el artículo anterior, aquellos

titulares de los bienes objeto de la declaración de interés municipal, que tengan proceso

judicial pendiente contra la Municipalidad de Córdoba, referido a los mismos”. 

De ahí que, en base al análisis del contenido normativo, se puede afirmar que lo que pretende

la demandante, como medio de evitar un perjuicio, es la interpretación y el alcance de un

procedimiento reglado por una norma general, por lo que en el caso, las normas atacadas

exhiben las exigencias de generalidad, impersonalidad y abstracción que, como se dijera,

caracterizan a los cuerpos normativos jurídicos locales susceptibles de ser revisados por la vía

del art. 165 inc. 1º ap. a) de la Constitución Provincial.  

c. En cuanto a la oportunidad procesal para plantear la ADI, este es un requisito que también

opera como presupuesto de admisión de la demanda y que tiene vinculación directa con el

carácter preventivo de la acción, la existencia de un caso concreto y el estado de

incertidumbre necesario que se debe esclarecer. 

Según la jurisprudencia del TSJ, la expresión "caso concreto" debe entenderse en conexión

con la naturaleza declarativa de la acción originaria de inconstitucionalidad, con su función

preventiva y con el estado de hecho que constituye el fundamento de la acción: la amenaza de

un derecho y no su lesión efectiva” (TSJ, Sala Electoral, Auto N° 33/2002,  "Multicanal SA

C/ Municipalidad de Villa Maria – Acción De Inconstitucionalidad). 
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En otras palabras, el interés en su deducción reposa en el estado de incertidumbre que no

presupone un daño actual, en el sentido de derecho violado, sino en el interés en prevenir un

perjuicio, dado por una situación de hecho que, sin la declaración de certeza, sobrevendrá.  

Con respecto a ello, ha indicado VE que “La acción declarativa de inconstitucionalidad, en

cambio, presupone no una violación constitucional ya consumada, sino una amenaza, esto es

una relación jurídica o un derecho en trance de verse lesionados” (TSJ, “Operadora de

Estaciones de Servicio SA – Plantea Acción Declarativa de Inconstitucionalidad”, Auto N° 60

del 9/10/2006). 

En ese mismo sentido, tiene dicho la Corte Suprema de Justicia de la Nación que procede la

acción declarativa de inconstitucionalidad en la medida que responda a un caso y busque

precaver los efectos de un acto en ciernes al que se atribuye la ilegitimidad (Fallos 307:1379;

312:1003, 316:2855; 320:1093; 322:678, entre otros). 

Concretamente en cuanto a la oportunidad procesal en la cual debe plantearse la acción, la

jurisprudencia del TSJ dispone que el examen de constitucionalidad que se intenta por esta vía

debe concretarse en forma previa (a priori), desde la incorporación de la norma al

ordenamiento jurídico, es decir desde su inmediata entrada en vigor o luego de su

promulgación, en el caso de las disposiciones legales y municipales, pero antes de que pueda

desplegar sus efectos de forma individualizada. Ello, por tratarse de un sistema perentorio

apoyado en la función preventiva de esta acción. Debe accionarse inmediatamente, desde el

momento mismo de la publicación de la norma (TSJ en “Quinteros, Juan Pablo y otro C/

Provincia de Córdoba” ya citado y en Auto N° 11 del 18/04/2018, “Córdoba Cable S.A”,

entre otros). 

El Alto Cuerpo precisó que “la conclusión opuesta –esto es la admisibilidad de la demanda

luego de consumada la lesión que se procura evitar- desvirtuaría la naturaleza excepcional de

la acción de que se trata. El Tribunal Superior de Justicia asumiría competencia originaria

frente a toda conducta o acto fundado en normas pretendidamente inconstitucionales, lo que
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no se compadece con la excepcionalidad de dicha competencia” (en pleno a través de su Sala

Contencioso Administrativa en autos “Manavella, Oscar Juan c/ Provincia de Córdoba y otra

– Acción de Inconstitucionalidad”, AI n° 536, 12/12/1996).  

A la luz de los conceptos vertidos, se considera que estos recaudos de admisibilidad se

encuentran cumplidos en el caso concreto. Ello así, desde que la petición ejercida en la

demanda resulta compatible con la finalidad de prevenir un perjuicio de la acción directa de

inconstitucionalidad, pues la acción ha sido entablada antes de que las normas atacadas hayan

propagado sus efectos sobre la parte reclamante. 

En relación a la Ordenanza N° 13097, esta fue sancionada el día 06/11/2020 y publicada en el

Boletín Oficial Municipal N° 3660 con fecha 27/11/2020. Luego, se presentó la demanda con

fecha 01/12/2020, cuando sólo había transcurrido un día hábil desde su publicación,

inmediatamente tras su dictado y antes de que fuera aplicada a la parte actora.  

Y con respecto a los arts. 2, 5, 11, 12, 13, 14, 15 y 16 de la Ordenanza N° 10626 que

reglamenta la preservación del patrimonio cultural municipal, si bien ésta ya se encontraba

vigente al momento de demandar –dado que comenzó a regir luego de su publicación en el

Boletín Municipal N° 2403 con fecha 01/09/2003-, este régimen recién estuvo en condiciones

de tornarse aplicable a la actora a raíz del dictado de la OM N° 13097 y de la modificación

por esta última introducida a aquella Ordenanza en el momento ya señalado.  

En otras palabras, la OM Nº 10626 devino jurídicamente atacable por el justiciable recién al

momento en que los diferentes actos interinstitucionales coligados concretaron la posible

afectación al interés jurídico mediante la ordenanza cuestionada. Fue a través de los actos

emanados del Concejo Deliberante y del Departamento Ejecutivo en el que se tornó visible su

aplicación a la petición instada por la accionante, lo que recién suscita en esta última la

pretensión de certeza jurídica sobre una normativa cuyos alcances corresponde dilucidar a la

luz de los principios constitucionales prevalentes. 

En este último caso, lo que se ataca mediante la pretensión autónoma es una norma ya
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existente, pero que igualmente resulta susceptible del control originario requerido porque

como se dijo, si bien al momento de la demanda con fecha 01/12/2020 ya se encontraba

vigente, sus efectos aún no había operado con plenitud sobre la reclamante por la

modificación recién introducida con la Ordenanza Nº 13097. 

Es decir, el día 01/12/2020 la norma que se impugna en su adecuación constitucional no había

tenido plena concreción respecto de la situación jurídico subjetiva que se denuncia.  

Máxime, cuando en el caso la incertidumbre generada se deriva como consecuencia de un

cambio de las normas aplicables a la parte actora con respecto a las que le regían hasta el

momento, es decir de una variación de la legalidad objetiva susceptible de lesionar la

confianza legítima y previsibilidad de los particulares. 

Entonces, se verifica que el requisito del caso concreto vinculado a la función preventiva de la

ADI se encuentra cumplido, porque a lo largo de la presentación inicial se ha demostrado de

qué manera la norma cuya tacha se persigue sería susceptible de consumar una situación

ilegítima futura para la demandante, eventualmente y sin entrar a juzgar sobre el fondo. 

Lo postulado es armónico con el criterio propiciado por el TSJ en pleno, en un caso de

características similares al presente, en donde al resolver sobre la admisibilidad formal de la

acción declarativa de inconstitucionalidad entablada sostuvo: “De allí que el acto impugnado

en el sub lite habilita la intervención de este Tribunal Superior de Justicia en pleno, pues la

declaración de certeza constitucional promovida mediante la presente acción se presenta

como un medio necesario para evitar un daño, disipando la eventual incertidumbre jurídica

que se cierne en torno al pedido de localización de la obra de que se trata, más aún cuando

tal incertidumbre se deriva de un cambio de la legalidad objetiva susceptible de lesionar la

confianza legítima de los particulares y previsibilidad de las reglas de juego en materia de

inversiones. Tal incertidumbre genera el interés por la obtención de certeza que, considerada

como un bien en sí mismo, el Estado asegura mediante la acción y sentencia de mera

declaración ("mero accertamento"), pues la pretensión del actor se agota en la sola
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declaración. De allí que la intervención de este Tribunal Superior de Justicia, en pleno, se

presenta en este estadio liminar del proceso como justificada para alcanzar la finalidad

enunciada, esto es, producir un estado de certeza jurídica al eliminar los conflictos de

naturaleza constitucional antes que un derecho sea irremediablemente vulnerado. En

principio, el cometido del Tribunal es resolver el alcance retroactivo o no de una normativa

general, concretizada en la especie a través de la ordenanza cuestionada” (TSJ en pleno,

Auto Nº 27 del 10/04/2003 en “Dinosaurio S.A. C/ Municipalidad de Córdoba - Acción de

Inconstitucionalidad” (expte. letra “D”, nº 05, iniciado el 09 de octubre de 2002). 

d. En definitiva, es opinión de esta Fiscalía Adjunta que habiéndose efectuado un examen

preliminar del caso y ciñéndose a las constancias acompañadas en esta etapa procesal, la

acción declarativa de inconstitucionalidad debe ser formalmente admitida, pero solo en lo que

respecta al cuestionamiento de los arts. 1 y 2 de la Ordenanza Nº 13097, y de los arts. 2, 5, 11,

12, 13, 14, 15 y 16, de la Ordenanza Nº 10626. 

No corresponde admitir formalmente la acción en relación a la pretensión de que se le otorgue

el permiso de demolición y la factibilidad de localización solicitadas en el trámite iniciado,

por exceder el ámbito en el que actúa la acción declarativa de inconstitucionalidad interpuesta

así como los fines que persigue. Como se propició anteriormente, no se encuentra

cumplimentado el requisito de admisibilidad formal relativo al objeto de la acción, en relación

a estas últimas pretensiones. 

Salvado ello, la acción intentada en cuanto se dirige en contra de las ordenanzas objeto de la

acción, reúne los requisitos formales exigidos al efecto y para la instancia de que se trata, a

saber: ha sido entablada por quien ostenta legitimación procesal suficiente para ello, la parte

accionante ha denunciado la amenaza de violación de un derecho y no su lesión efectiva, así

como también ha referido el perjuicio o lesión constitucional que se produciría con las normas

cuya declaración de inconstitucionalidad persigue.  

Lo dicho es sin perjuicio de que un análisis pormenorizado del caso, luego de la tramitación
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pertinente, determine su acogimiento o rechazo. 

e. Por último, corresponde pronunciarse acerca de la medida cautelar solicitada. Esta clase de

medidas, al poder implicar en muchos casos un adelanto sobre la cuestión de fondo debatida,

debe aplicarse con un criterio mesurado y ser concedidas cuando se pongan concretamente en

juego derechos fundamentales que ameriten a prima facie evitar los daños ciertos susceptibles

de producirse.  

En autos, pese a los argumentos invocados por la presentante, esta Fiscalía Adjunta considera

que la medida peticionada no es de recibo.  

En relación al pedido de suspensión provisoria y hasta tanto se resuelva la cuestión de fondo

de la aplicación y los efectos de arts. 1 y 2, Ordenanza Nº 13.097, y los arts. 2, 5, 11, 12, 13,

14, 15 y 16, Ordenanza Nº 10.626, al caso del estadio “Orfeo Superdomo Córdoba”, cabe

efectuar las siguientes consideraciones. 

Tratándose de una cautelar que busca paralizar la ejecución de una norma, los requisitos de su

procedencia deben ser lo suficientemente fuertes como para conmover un dispositivo legal

emitido por el legislador municipal, en el cual se encuentra comprometido el interés público y

goza de presunción de legitimidad. De allí que la verosimilitud del derecho juega a priori en

favor de la legislación cuestionada, por lo cual deberá cumplirse con una carga adicional de

argumentación para derribar la referida presunción de legitimidad. 

En este caso, la verosimilitud del derecho no surge con el grado de apariencia necesario para

esta instancia, por cuanto no se evidencia a prima facie la posibilidad de que la aplicación de

las normas cuestionadas hasta tanto se tramite la causa y se resuelva la sentencia de fondo

irrogue un perjuicio constitucional a la demandante. 

Téngase presente que se trata de una temática de suma complejidad cuya resolución debe

hacerse con el fondo de la cuestión, atento la situación especial de la parte actora y el interés

general del municipio comprometido, por lo que en su momento, deberá ponderarse como

juega el interés general en función de los derechos adquiridos. 
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Es que los intereses de la administración deben ser cuidadosamente valorados junto al interés

público prioritario que consiste en asegurar la dignidad de la persona y los derechos

inviolables que le son inherentes. Es decir que el interés público no solo es el interés de la

administración sino de la sociedad en su conjunto.  

No está en discusión el interés de las actoras en percibir su acreencia íntegra, sino que se trata

de la aplicación de normas que pretenden salvaguardar el interés de la comunidad en su

conjunto.  Normas que, al emanar del derecho público, se orientan a la satisfacción de un

interés general y colectivo que beneficia a toda la sociedad, en tanto se encaminan preservar

la situación que la Provincia necesitan para existir y para prestar las funciones públicas que

les incumben. 

Dado que la ausencia de uno solo de los requisitos de admisibilidad de las medidas cautelares

impide su despacho favorable y condiciona negativamente su procedencia, ello exime por

inconducente de ingresar a analizar el resto de los recaudos de procedencia, en tanto ya ha

quedado sellada la suerte del pedido. 

Igual suerte debe correr el pedido de que se otorgue como cautelar urgente la suspensión

provisoria del procedimiento administrativo de autorización de demolición y de la factibilidad

de localización que tramitan bajo los expedientes administrativos Nº 481-010901/2020 y Nº

710-037595/2020, hasta que se resuelva la cuestión de fondo planteada en esta acción y que

se le permita, provisoriamente, proseguir con la explotación del inmueble del estadio “Orfeo

Superdomo Córdoba”, mediante la locación de todo o parte de sus instalaciones como oficinas

para uso/destino comercial, hay que decir que pese a los argumentos invocados por la

presentante, esta Fiscalía Adjunta considera que este extremo de la medida peticionada no es

de recibo. 

Ello, por cuanto las medidas cautelares son accesorias de la acción principal (art. 7 inc. 1,

CPCC) y por lo tanto, siguen su suerte. Por ello, si la acción autónoma no es formalmente

admitida en cuanto a la pretensión de obtener el permiso de demolición y la factibilidad de
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localización solicitadas, tampoco puede acogerse este pedido introducido también como

medida precautoria urgente.  

V. Conclusión 

En función de todo lo expuesto, este Ministerio Público entiende que debe admitirse

formalmente y de manera parcial la acción declarativa de inconstitucionalidad entablada, en

los términos propiciados precedentemente. En su consecuencia, corresponde dar trámite a la

acción en los términos del artículo 507 y siguientes del CPCC. 

Asimismo, se recomienda rechazar la medida cautelar solicitada, en la medida postulada más

arriba. 

Fiscalía General, 17 de diciembre de 2020  
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